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Concepto 5272
Según lo dispuesto en los artículos 40, numeral 6º, 242, numerales 1º, 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda presentada por el ciudadano Jaime Córdoba Triviño contra el parágrafo del artículo 447A de la Ley 599 de 2000, adicionado por el artículo 27 de la Ley 1453 de 2011, cuyo texto se reproduce a continuación con lo demandado en negritas.

LEY 599 DE 2000 
(julio 24) 

Diario Oficial No. 44.097 de 24 de julio del 2000 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

Por la cual se expide el Código Penal 

DECRETA: 

(…)
TITULO XVI. 

DELITOS CONTRA LA EFICAZ Y RECTA IMPARTICION DE JUSTICIA 

(…)
CAPITULO VI. 

DEL ENCUBRIMIENTO 

ARTÍCULO 447A. COMERCIALIZACIÓN DE AUTOPARTES HURTADAS. <Artículo adicionado por el artículo 27 de la Ley 1453 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> Quien comercie con autopartes de vehículos automotores hurtados incurrirá en la misma pena del artículo anterior. 

PARÁGRAFO. El que transfiera o utilice a cualquier título los documentos, licencias, números de identificación de los vehículos automotores declarados en pérdida total, incurrirá en la pena en prisión de cuatro (4) a doce (12) años y multa de seis punto sesenta y seis (6.66) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

1. Planteamiento de la demanda.

El actor considera que la norma demandada, al penalizar la transferencia o el uso a cualquier título de los documentos, licencias, números de identificación de los vehículos automotores declarados en pérdida total, vulnera la cláusula del Estado Social de Derecho, el principio del debido proceso y la libertad de empresa, reconocidos en los artículos 1°, 29 y 333 Superiores. Para sustentar su dicho, aduce que:

(i) “[E]l legislador excedió su margen de configuración al optar por un diseño de norma en blanco que no respeta los requisitos definidos por la jurisprudencia constitucional para este tipo de disposiciones”; 

(ii) “[L]a tipificación de la conducta contenida en el parágrafo del artículo 447-A de la Ley 599 de 2000 no respeta los estándares relacionados con el principio de lesividad en materia penal, en la medida en que la norma no protege, claramente un bien jurídico particular cuya afectación conlleve en todos los casos, la lesión de bienes jurídicos constitucionalmente garantizados”; 

(iii) “[L]a conducta tipificada […] viola los principios de razonabilidad y proporcionalidad de la pena dado que no siempre las posibilidades de incurrir en la conducta tipificada en la norma acusada, necesariamente, conllevan un reproche social que amerite sanción, menos de carácter penal, como ocurre respecto de quienes participan en la comercialización de salvamentos en el marco de la actividad aseguradora de vehículos automotores”; 

(iv) “[E]l diseño de la norma implica una restricción a la presunción de inocencia ya que, prácticamente de manera objetiva, está atribuyendo una sanción penal a quien incurra en la conducta tipificada sin distinguir que existen eventos ─como ocurre en el sector asegurador con venta de salvamentos─ en los cuales las personas pueden válidamente cometer esta conducta, lo cual […] impacta directamente en los usuarios de los servicios de seguros de automóviles en el país. Esto a su vez implica una afectación del principio de buena fe, en la medida en que están siendo penalizadas conductas que, no solo no han tenido reproches social-penal, sino que además cuentan con justificación a nivel jurisprudencial y se encuentran reguladas en el ordenamiento jurídico, por lo cual su penalización constituye un atentado a la confianza legítima de quienes desarrollan estas actividades”. 

Para desarrollar su discurso, el actor explica en detalle la figura de los salvamentos y su comercialización en el derecho colombiano; referencia sentencias de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado relativas al tema; y cita conceptos de la Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales (D.I.A.N.). Este esfuerzo retórico lo emprende para demostrar que “la comercialización de salvamentos es una figura propia de la actividad aseguradora en Colombia, que también es común en la región […y] tiene varios fines legítimos”. También alude a varias sentencias de la Corte Constitucional, relativas a la libertad de configuración del Legislador y sus límites en materia penal; explica qué Colombia ha adoptado un “modelo de derecho penal mínimo”; cita algunos ejemplos de conductas que se encuentran excluidas de sanción penal; y refiere de qué manera la igualdad, la razonabilidad, la proporcionalidad, la “prohibición de exceso” y el bloque de constitucionalidad, son límites para el Legislador “al momento de definir en particular una conducta penal o su sanción”.           
2. Problema jurídico.

Corresponde establecer si el parágrafo demandado, al penalizar la transferencia o el uso, a cualquier título, de los documentos, licencias y números de identificación de los vehículos automotores declarados en pérdida total, vulnera la cláusula de Estado Social y Democrático de Derecho, el derecho al debido proceso y la libertad económica y la libre iniciativa privada.

3. Análisis jurídico.

Es pertinente advertir que esta Corporación, entre otras, en la Sentencia C-1052 de 2011, ha precisado que “[l]a presentación de una demanda de inconstitucionalidad ante la Corte da inicio a un diálogo entre el ciudadano, las autoridades estatales comprometidas en la expedición o aplicación de las normas demandadas y el juez competente para juzgarlas a la luz del Ordenamiento Superior […lo que] supone como mínimo la exposición de razones conducentes para hacer posible el debate”. 

Lo anterior significa que el actor constitucional debe señalar al menos (i) cuál es “el objeto sobre el que versa la acusación, esto es, el precepto o preceptos jurídicos que, a [su] juicio […] son contrarios al ordenamiento constitucional”; y (ii) “el concepto de la violación, [lo] que supone la exposición de [(a)] las razones por las cuales el actor considera que el contenido de una norma constitucional resulta vulnerada por las disposiciones que son objeto de  la demanda”, (b) la exposición de los “elementos materiales del texto constitucional [que] son relevantes y resultan vulnerados por las disposiciones legales que se impugnan” y (c) “las razones por las cuales los textos normativos demandados violan la Constitución” (Ibídem).
También es pertinente indicar, como se hace en la sentencia atrás indicada, que las razones en las cuales se fundamenta la demanda de inconstitucionalidad deben: (i) “seguir un hilo conductor en la argumentación que permita al lector comprender el contenido de su demanda y las justificaciones en las que se basa” (claridad); (ii) recaer  “sobre una proposición jurídica real y existente ‘y no simplemente [sobre una] deducida por el actor, o implícita’ e incluso sobre otras normas vigentes que, en todo caso, no son el objeto concreto de la demanda” (certeza); (iii) definir “con claridad la manera como la disposición acusada desconoce o vulnera la Carta Política a través “de la formulación de por lo menos un cargo constitucional concreto contra la norma demandada” (especificidad); (iv) “ser de naturaleza constitucional, es decir […] fundad[as] en la apreciación del contenido de una norma Superior que se expone y se enfrenta al precepto demandado” (pertinencia); y (v) guardar relación “con la exposición de todos los elementos de juicio (argumentativos y probatorios) necesarios para iniciar el estudio de constitucionalidad respecto del precepto objeto de reproche” (suficiencia).

Al analizar la presente demanda, sin embargo, el Ministerio Público encuentra que no se satisfacen los requisitos de certeza, pertinencia y suficiencia, pues (i) la demanda no parte de una confrontación directa entre las normas constitucionales invocadas y la norma legal demandada, sino de una serie de consideraciones legales, doctrinales y subjetivas del actor, sobre la conveniencia del tipo penal demandado; (ii) en realidad no se dirige contra el parágrafo del artículo 447A del Código Penal, sino su eventual indebida aplicación; y, en este contexto, (iii) no se despierta siquiera una duda mínima sobre la constitucionalidad de la norma demandada.     

En efecto, no se advierte, prima facie, contradicción alguna entre las normas que definen a la República de Colombia como un Estado Social y Democrático de Derecho y que reconocen el derecho al debido proceso y la libertad económica y la libre iniciativa privada, con la norma que penaliza la transferencia o el uso, a cualquier título, de los documentos, licencias y números de identificación de los vehículos automotores declarados en pérdida total. Lo que es más, el actor no se centra en cuestionar la constitucionalidad del tipo penal demandado, o  ni siquiera la prohibición de tal conducta, sino que defiende la licitud de comercializar los salvamentos en el marco de la actividad aseguradora de vehículos automotores, pues asume que esta práctica está prohibida y penalizada en la norma demandada, lo que considera un despropósito.

Sin embargo, como lo señala el representante de la DIAN en su intervención en el proceso, la norma demandada se justifica en tanto y en cuanto la transferencia o el uso, a cualquier título, de los documento, licencias y números de identificación de los vehículos automotores declarados pérdida total, favorece conductas ilícitas como la tenencia de repuestos de origen ilícito, el contrabando de autopartes o repuestos y el hurto de vehículos para su fraccionamiento, entre otros. 

Por lo tanto, contrario a lo que sostiene el actor, la norma demandada, que hace parte de los delitos contra la eficaz y recta impartición de justicia y, específicamente, del tipo penal de comercialización de autopartes hurtadas, protege tanto a los propietarios de vehículos como a los compradores de vehículos y de repuestos para los mismos. 

Además, el tipo penal que se establece en el parágrafo demandado alude a una conducta dolosa, pues no prevé la modalidad culposa, cuyo sujeto activo no es una compañía de seguros o algún otro sujeto determinado, sino simplemente el que incurra en la conducta descrita. Y la mera tipificación de esta conducta de ninguna manera puede implicar vulnera la cláusula de Estado Social y Democrático de Derecho, el derecho al debido proceso o la libertad económica y la libre iniciativa privada pues, además de que la primera es una cláusula general que no guarda ninguna relación con la norma demandada; el debido proceso se aplica “a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas” (artículo 29 Superior) y no a mera configuración de conductas típicas; y la actividad económica e iniciativa privada no son libertades y derechos absolutos, sino que la misma norma que los reconoce señala que éstas rigen “dentro de los límites del bien común”, “supone[n] responsabilidades” y que es el Legislador el llamado a delimitar su alcance “cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación” (artículo 333 Superior), tal y como parece suceder en el caso sub examine.      

De otra parte, lo que se penaliza con la norma demandada es la transferencia o el uso, a cualquier título, de documentos, licencias o números de identificación de vehículos automotores declarados en pérdida total y debe destacarse que cuando ocurre la pérdida total de un vehículo, al tenor de lo dispuesto en la Resolución 004775 del 1° de octubre de 2009 del Ministerio del Transporte, su matrícula debe cancelarse. Y esto pues los documentos, las licencias o los números de identificación de vehículos perdidos, no son bienes que puedan transferirse a otras personas o que puedan usarse para fines conformes con el ordenamiento jurídico, sino que están vinculados de manera inescindible al vehículo perdido. 

Por lo tanto, es claro que si algún elemento material o artefacto de un vehículo declarado como pérdida total es aprovechable ─lo cual debe determinarse después de una rigurosa revisión técnica─, la norma demandada no implica, en estricto sentido, que su comercialización esté prohibida o penalizada, a menos que se trate de una pieza que esté vinculada a un documento, a una licencia o a un número de identificación. Lo que significa que el salvamento de vehículos, que hacen las compañías aseguradoras, es posible dentro del anterior contexto, incluso en vigencia de la norma demandada.

En conclusión, dado que el actor equivocadamente asume que la norma demandada penaliza los salvamentos de vehículos, y para ello invoca normas constitucionales que no contrastan con la norma legal demandada, la demanda no satisface las condiciones necesarias para que la Corte se pronuncie de fondo sobre la constitucionalidad del parágrafo demandado. 

 5. Conclusión.

Por lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre la exequibilidad del parágrafo del artículo 447A de la Ley 599 de 2000, por los cargos analizados. 

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
LJMO/ABG 
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